
Desde la guerra de Irak hasta la de Ucrania hemos visto la 
aparición de empresas militares como Blackwater o el Grupo 
Wagner, acusadas de todo tipo de malas prácticas, masacres, 
torturas y delitos contra los derechos humanos.

¿Estamos ante un nuevo fenómeno de compañías 
mercenarias o han existido en la antigüedad?

¿Qué peligros y qué ventajas ofrecen 
las empresas militares privadas?

¿Es lícita su participación en zonas de conflicto?

¿Qué responsabilidad tienen los Gobiernos 
que las contratan y cuál es su relación con ellas?

Francisco Rubio Damián, coronel del Ejército y especialis-
ta en Seguridad Global y Defensa, conoce de primera mano 
el alcance de la privatización de los conflictos bélicos y nos 
muestra numerosos ejemplos que abarcan desde las guerras 
convencionales a la guerra tecnológica.
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1
Las ideologías y la privatización  

de los servicios públicos

Los ciudadanos esperan que sus Gobiernos les garanticen 
ciertos bienes, suministros, servicios y actividades indispensa-
bles para su bienestar. Los Estados que funcionan bien satisfa-
cen estas necesidades mediante la prestación de servicios públicos 
en condiciones de igualdad y a un precio asequible. Algunos de 
estos servicios, como la defensa nacional y la seguridad ciuda-
dana, dan respuesta a situaciones de amenaza o riesgo. Otros 
proporcionan suministros y bienes tan imprescindibles como el 
agua, la electricidad, la sanidad o la educación.

No existe consenso sobre la conveniencia, o no, de priva
tizar los servicios públicos. Por un lado, tenemos la opinión 
de los militantes sociales más entusiastas, quienes consideran 
que solo un Estado fuerte y controlador es capaz de garanti-
zar el bienestar de los ciudadanos. Este criterio se fundamen-
ta en dos ideas clave: primera, que la justicia social exige que 
los servicios públicos sean lo más amplios posible y, segunda, 
que la economía de mercado no está capacitada para asumir 
con garantías la gestión de estos servicios. Si consideramos 
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como válidas estas dos ideas, concluiremos que el sector pú-
blico debería cubrir, aparte de los servicios esenciales como la 
sanidad, la educación, la justicia y demás, también otros con 
menor repercusión social, pero asimismo imprescindibles, 
como el transporte, la energía o las telecomunicaciones. Y no 
solo eso, como según este punto de vista el libre mercado es 
incapaz de organizar las actividades económicas en beneficio 
del interés general y satisfacer las necesidades colectivas, el 
Estado, además de garantizar los servicios públicos, también 
debe gestionarlos de forma directa, sin delegarlos ni subcon-
tratarlos.

Este planteamiento justifica la existencia de monopolios es-
tatales y encuentra su mejor acomodo en los regímenes socialis-
tas, proteccionistas e intervencionistas. En España, el franquis-
mo es un buen ejemplo de cómo las políticas proteccionistas 
permitieron al Estado ampliar la cobertura de los servicios pú-
blicos, ejercer el monopolio de amplios sectores económicos y 
ser el propietario de empresas de telefonía, suministro eléctri-
co, banca, ferrocarriles, aerolíneas, astilleros, automoción, altos 
hornos y un largo etcétera. De la misma época, pero aún más 
exagerado, fue el férreo control estatal de los servicios y siste-
mas de producción en los regímenes comunistas de medio 
mundo. Más recientemente, un pletórico Hugo Chávez se pa-
seaba por Caracas ante las cámaras de televisión y, señalando 
con el dedo, arrebataba a sus dueños la propiedad privada de 
edificios, negocios y empresas al grito de: «Exprópiese, señor 
alcalde, exprópiese». Como para no hacerlo.

El chavismo, con su modo bolivariano de entender el socia-
lismo del siglo xxi, ha llevado a cabo un proceso desenfrenado 
y disparatado de nacionalización del que se han librado pocas 
empresas y particulares. En Venezuela, la pasión por naciona-
lizar no se ha limitado a bancos y empresas estratégicas como 
son las petrolíferas, mineras, eléctricas y de telefonía; también 
han pasado a manos del Estado compañías cementeras, side-
rúrgicas, aerolíneas y otras de tan difícil justificación como ex-
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plotaciones agrícolas y ganaderas, compañías cafeteras, pape-
leras, hoteles y hasta supermercados. En el desastroso resultado 
de la política estatalista venezolana ha tenido mucho que ver la 
radicalidad y la inseguridad jurídica con la que se ha acometi-
do, pero también la corrupción sistémica, la gestión poco o 
nada profesional de las empresas expropiadas y, en menor me-
dida, las sanciones económicas internacionales. En definitiva, 
el caso venezolano es tan extremo y desacertado que ni siquie-
ra sirve como referente negativo de la estatalización.

En el otro extremo se encuentran los ultraliberales incondi-
cionales de un «Estado ligero», casi podríamos decir que eté-
reo. Por lo general, este grupo es menos militante que el ante-
rior, pero no le va a la zaga en entusiasmo y convicción. Creen 
que el mercado y la libre competencia son la panacea que so-
luciona todos los problemas que achacan a la gestión pública, 
empezando por la ineficiente burocracia, siguiendo por los 
elevados costes y terminando por una marcada tendencia a la 
corrupción. Para ellos, los servicios públicos deben garantizar 
única y exclusivamente los derechos fundamentales y las nece-
sidades vitales de los individuos y de la nación, que también 
las tiene. Por lo tanto, son partidarios de que estos servicios se 
reduzcan al mínimo imprescindible y los gestionen empresas 
privadas porque, para ellos, es la mejor manera de hacerlo con 
eficacia y al menor coste. Este planteamiento conlleva la radi-
cal disminución del empleo público y la privatización de todo 
tipo de empresas estatales, reservando a la Administración pú-
blica la exclusividad de los servicios que el sector privado sea 
incapaz de proveer o los que no debería asumir en ningún 
caso.

Según este criterio, el Estado tiene que garantizar las nece-
sidades sociales básicas, aunque sin hacerse cargo de satisfacer 
directamente las que puedan ser gestionadas con razonable 
calidad por el sector privado; este sería el caso de la educación, 
la sanidad o la vivienda. Con mucho más motivo, la Adminis-
tración pública tampoco debería gestionar otro tipo de servi-
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cios indispensables —aunque no básicos— para el buen desa-
rrollo social y económico de la nación, como son el transporte, 
las telecomunicaciones o las infraestructuras en general. Por lo 
tanto, el Estado solo tendría que ejercer el monopolio de los 
servicios indelegables que necesariamente deben ser satisfe-
chos por funcionarios públicos: la justicia, las relaciones inter-
nacionales, la seguridad interior y la defensa nacional. A estas 
áreas se podrían añadir otras, aunque nunca en régimen de 
monopolio estatal, que requieran un fuerte impulso guberna-
mental para su puesta en marcha, como suele ocurrir con las 
actividades poco productivas y de gran repercusión social. Por 
ejemplo, muchas investigaciones científicas y algunas labores 
culturales no serían posibles sin la implicación directa del Es-
tado. Imaginemos que se dejara al albur de la iniciativa priva-
da tareas tan poco productivas desde el punto de vista econó-
mico como el estudio de las enfermedades raras, la investigación 
histórica o arqueológica, la rehabilitación de monumentos o la 
exploración espacial no comercial. Poco o nada se avanzaría 
en esos campos. De hecho, el superelitista turismo espacial, 
que aún está en mantillas, se ha desarrollado sobre lo aprendi-
do después de decenas de años de investigación de las agen-
cias estatales. Otro ejemplo son las exploraciones arqueológi-
cas que, cuando las ejecuta el sector privado, se caracterizan 
más por el expolio del patrimonio que por la divulgación his-
tórica y cultural.

Los dos planteamientos —Estado supercontrolador y Esta-
do mínimo— son tan extremos como intransigentes. Sin em-
bargo, la realidad es tozuda y nos muestra servicios que, por su 
naturaleza, no deberían gestionarse con criterios de empresa 
ni por trabajadores privados, como es el caso de la Adminis-
tración de Justicia. Por otra parte, en algunos países, las em-
presas públicas continúan prestando servicios para los que el 
sector privado está mejor capacitado. Un ejemplo lo tenemos 
en las compañías telefónicas privadas, que ofrecen una amplia 
gama de servicios, bien gestionados y a precios razonables, 
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consecuencia de la competencia por conseguir e incrementar 
su cuota de mercado, sus clientes. Donde operan estas empre-
sas no se echa de menos los años del monopolio estatal de las 
telecomunicaciones. Por lo tanto, ni el Estado es imprescindi-
ble para ofrecer todos los servicios, ni las empresas son siem-
pre la solución a los problemas derivados de la burocracia.

Privatización y liberalización

No es lo mismo privatizar que liberalizar. Se privatiza un 
servicio cuando su prestación pasa de una empresa pública a 
una privada y se liberaliza un sector de la economía cuando se 
establece un sistema de libre competencia entre empresas que 
pone fin a un monopolio preexistente. Con la privatización, el 
negocio deja de ser público y se convierte en privado, y con la 
liberalización, el negocio se abre a la participación de las em-
presas, sean públicas o privadas. Así, en muchos países se ha 
privatizado y liberalizado el sector de la telefonía, pues ha pa-
sado de estar en manos de empresas estatales que aplicaban 
precios públicos a abrirse a la libre competencia (liberaliza-
ción) de empresas privadas (privatización).

Sin embargo, puede ocurrir que un determinado servicio lo 
provea una empresa privada que retiene el monopolio o que 
ejerce una posición hegemónica en el mercado. En este caso, 
estaríamos ante un monopolio privado o, si se prefiere, un ser-
vicio privatizado, pero no liberalizado. Un ejemplo es el mo-
nopolio del transporte de electricidad en España controlado 
por la empresa privada Red Eléctrica, de la que el Estado solo 
retiene el 20 % de la propiedad. También puede ocurrir que 
un sector esté liberalizado, pero por las características del 
mercado únicamente sea accesible a un número reducido de 
empresas que constituyen un oligopolio (concentración de la 
oferta en unos pocos). Este es el caso de la telefonía en España 
que, a pesar de que la compañía pública se terminó de privati-
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zar en 1999 y de que el sector está formalmente liberalizado, 
en la práctica es un oligopolio que se reparten prácticamente 
entre Telefónica, Orange, Vodafone y Digi.

Las diferencias entre privatizar y liberalizar vienen al caso 
por las repercusiones que tienen estos conceptos cuando se 
aplican a servicios públicos como la defensa nacional y, en par-
ticular, a las acciones militares de combate, que es lo que nos 
interesa. De hecho, más adelante veremos que, aunque un Go-
bierno privatice determinados servicios en las operaciones mi-
litares, será extremadamente raro que los liberalice. El motivo 
por el que la guerra no es susceptible de ser liberalizada es, por 
una parte, la imposibilidad de crear las condiciones idóneas 
para la libre competencia y, por otra, que las tareas que desem-
peñan las empresas privadas militares requieren un nivel de 
compromiso, confidencialidad y confianza que sobrepasa los 
mecanismos típicos del mercado. En términos técnicos, se dice 
que este tipo de sectores tienen barreras de entrada naturales. 
Todo esto significa, en definitiva, que la privatización de la 
guerra pierde, en buena medida, la principal ventaja atribuida 
a la liberalización: el estímulo de la competencia que fomenta 
la innovación, la reducción de precios y la mejora del servicio. 
Al final, privatizar sin liberalizar convierte un servicio público 
en un negocio privado y poco más.
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